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Discutido y aprobado en Sala  37  de la misma fecha.      

ASUNTO A DECIDIR
Resuelve la Sala el recurso de apelación contra la sentencia del 18 de noviembre de 2010 mediante el cual la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Chocó
 sancionó con DOCE MESES de SUSPENSIÓN en el ejercicio del cargo al doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO en su calidad de Juez Primero Laboral del Circuito de Quibdó. 

ANTECEDENTES PROCESALES:

Situación fáctica: 

Así la reseña la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional del Chocó: 

“Ha sido génesis de la presente investigación disciplinaria, los hechos denunciados por quien se suscribió como J. A. MOSQUERA mediante escrito fechado febrero 1° de 2006, dirigido al señor Presidente de la República, en el que da cuenta que en razón a medidas de embargos decretadas dentro de procesos ejecutivos laborales en contra del Departamento del Chocó, los maestros no han recibido la prima de navidad del 2005.
Agregando además, que algunos abogados muy ágiles en connivencia con el respectivo Juez Laboral formalizan los trámites de embargo, sabiendo la prohibición legal al respecto, pero ignorándola y como si ello no bastara, ni el gobernador, ni su asesor jurídico se dan por enterados, tampoco el Secretario de Educación, ni el Tesorero Pagador, el cual siempre es informado por los bancos de que ha llegado una orden de embargo por parte del Juzgado”.
Actuación surtida: 

Previamente, la Sala de Instancia solicito información a la Gobernación del Chocó, relacionada con los procesos y embargos mencionados en la queja, la cual fue suministrada mediante oficio de fecha abril 20 de 2006, suscrito por el señor Gobernador del Departamento, al que se anexó la relación de los procesos ejecutivos correspondientes a la vigencia de 2005 (Fls. 7 a 9 c.o.) y oficio de la misma fecha suscrito por el mismo mandatario mediante el cual relaciona los procesos dentro de los cuales se impartieron las medidas de embargo, el monto y el despacho judicial que las emitió (Fls. 10 a 12 c.o.).
Correspondiendo el presente proceso disicplinario a la actuación del doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO, en su condición de Juez Primero Laboral del Circuito de Quibdó en el trámite del proceso ejecutivo laboral radicado bajo el número 2005-00424, adelantado por la señora ALEYDA VALOYES GIRÓN Y OTRA en contra del Departamento del Chocó y el FED.
Indagación Preliminar

Por auto del 7 de junio de 2007, se dispuso el inicio de indagación preliminar para investigar lo relacionado con las presuntas irregularidades en las que se hubiera podido incurrir por parte del señor Juez Primero Laboral del Circuito de Quibdó, en el trámite del proceso ejecutivo laboral radicado bajo el número 2005-00424, adelantado por la señora ALEYDA VALOYES GIRÓN Y OTRAS en contra del Departamento del Chocó y el FED., y se ordenó la práctica de pruebas. (Fls. 21 y 22 c.o.). De la anterior decisión se notificó personalmente el funcionario disciplinado el 18 de julio de 2007 (Fl. 23 c.o.).
Investigación Disciplinaria.
Agotada la anterior etapa, mediante providencia proferida el 10 de noviembre de 2008, se aperturó investigación disciplinaria contra el doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO, Juez Primero Laboral del Circuito de Quibdó para la época de los hechos, por presunta trasgresión al artículo 153 numeral 1° de la Ley 270 de 1996, en concordancia con lo previsto artículo 58 numeral 13 de la ley 550 de 1999, artículo 100 del Código de Procedimiento Laboral, artículo 488 del C.P.C, artículo 19 del Decreto 111 de 1996 y artículo 91 de la Ley 715 de 2001, ordenándose la práctica de pruebas (109 y 110 c.o.). La anterior decisión se notificó personalmente al investigado el 19 de noviembre de 2008 (Fl. 112 c.o.).
Pliego de Cargos.
Por providencia del 5 de agosto de 2009, se formuló pliego de cargos contra el doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO, Juez Primero Laboral del Circuito de Quibdó para la época de los hechos, por presunta trasgresión al numeral 1° del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, por no dar aplicación al artículo 58 numeral 13 de la Ley 550 de 1999, artículo 488 del Código de Procedimiento Civil, artículo 19 del Decreto 111 de 1996 y artículo 91 de la Ley 715 de 2001 (Fls. 124 a 137 c.o.). De esta providencia se notificó personalmente al servidor judicial investigado el 19 de agosto de 2009 (Fls. 139 c.o.).
Por proveído del 19 de noviembre de 2009, se resolvió la nulidad deprecada por el disciplinado doctor MENA CASTILLO. (Fls. 147 a 152 c.o.).
Mediante providencia proferida el 10 de junio de 2010 se resolvió la solicitud de acumulación incoada por el doctor MENA CASTILLO. (Fls. 162 a 168 c.o.).
A través de auto del 20 de agosto de 2010 se decretó período probatorio (Fls. 172 c.o.), siendo notificados personalmente del mismo el disciplinable el 26 de agosto de 2010 y el señor Agente del Ministerio Público el 25 del mismo mes y año (Fls. 173 y 174 c.o.).
Vencido el término anterior, de conformidad con lo previsto en el numeral 8° del artículo 92 de la Ley 734 de 2002, declarado exequible mediante sentencia C-107 de febrero de 2004, emanada de la Corte Constitucional, se ordenó dejar el expediente en Secretaría por el término de diez (10) días, para que los sujetos procesales presentaran sus alegatos de conclusión (Fl. 179 c.o).
PRUEBAS

Dentro del plenario se allegaron y practicaron las siguientes:

En Indagación Preliminar.

1. Las copias compulsadas mediante oficio N° 907 del 26 de abril de 2007, emitido por la Secretaría Genral de la Sala Diciplinaria del Consejo Seccional de la Juudicatura del Chocó. (fls. 1 a 18)

2. Certificado de antecedentes disciplinarios N° 6876372 del 5 de julio de 2007, expedido por la Procuraduría General de la Nación. (fl. 32 c.o.)

3. Oficio N° 17-03-749 del 9 de julio de 2007, emanado de la Dirección Administrativa Judicial de Quibdó, remitiwendo certificado N° 450 de la misma fecha, indicando el tiempo laboraddo y salario devengado por el funcionario investigado. (Fl. 33-34)

4. Copia del oficio sin número de fecha 9 de julio de 2007, emanado de la División de Recursos Humanos de la Alcaldía de Quibdó, remitiendo copia de las Actas de posesión en el cargo del doctor MENA CASTILLO (Fls. 35 y 36 c.o.).
5. Oficio número TSQ-SG-1389 del 4 de julio de 2007, emanado de la Secretaría General del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Quibdó, remitiendo copia de la Resolución número 014-04 del 18 de marzo de 2004, por medio de la cual fue nombrado por esa Corporación el doctor MENA CASTILLO. (Fls. 37 y 38 c.o.).
6. Acta de diligencia de inspección judicial practicada al proceso ejecutivo laboral radicado bajo el número 2005-00424, adelantado por la señora ALEYDA VALOYES GIRÓN Y OTRA en contra del Departamento del Chocó y el FED., y se allegaron fotocopias de las piezas procesales pertinentes. (Fls. 41 a 68 c. o.).
7. Certificado de antecedentes disciplinarios número 25875 del 10 de julio de 2007, expedido por la Secretaría Judicial de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura (Fl. 70 c.o.).
8. Fotocopia del oficio de fecha agosto 30 de 2007 suscrito por el señor RICAURTE MOSQUERA RIVAS, Secretario Privado del Gobernador, mediante el cual informa sobre el pago de la prima de navidad de los docentes correspondiente al año 2005; la que se canceló a través de procesos ejecutivos laborales y el 25% se pagó a través de los bancos Agrario, Bogotá y Popular, anexa la relación de docentes que recibieron dicho pago (Fls. 71 a 99 c.o.).
En Apertura de Investigación.

1. Oficio número 380-3054-08 del 20 de noviembre de 2008, por el cual el banco Popular de Quibdó Certifica que la cuenta N° 110.380.01148.6 sede nomina Sistema General de Participación en Educación Departamento del Chocó. (fl. 115 c.o.)

2. Acta de audiencia de versión libre y espontánea, a la cual no asistió el doctor Mena Castillo. 

DESCARGOS PRESENTADOS POR EL DISCIPLINADO.

El doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO, en su calidad de investigado en el presente trámite, dentro de los términos de ley, descorrió los cargos a él formulados, bajo las siguientes fundamentaciones:

La tesis aplicada por el despacho a mí cargo es la de la procedencia de los embargos en contra del Departamento del Chocó, con fundamento en el artículo 34-9 de la Ley 550 de 1999, tesis adoptada por el Tribunal Superior de Quibdó, situación que se puede comprobar con visita a algunos procesos de segunda instancia.

Luego, no puede el ente investigador derivar responsabilidad a un funcionario judicial por el hecho de que en el libre ejercicio de la autonomía funcional que le otorga la Constitución en la interpretación normativa y en la decsión de la norma aplicable a un caso concreto como el que aquí se tramita.

Afirma que lo único que hizo fue aplicar la tésis de sus superiores funcionales, Magistrados del Tribunal Superior de Quibdó, según la cual son procedentes los embargos contra el Departamento del Chocó con fundamento en el artículo 34-9 de la Ley 550 de 1999. Pregunta si la tesis que deben acatar es la de los Magistrados de la Sala Disicplinaria del Consejo Seccional de la Judiactura del Chocó, es decir el artículo 58-13 de la misma Ley. Y si los Magistrados no estaran prevaricando al vulnerar el principio dea utonomía funcional de los jueces de la República.

En cuanto a la inembargabilidad de los recursos incorporados en el Presupuesto General de la Nación, asegura que la sentencia C-566 de 2003 contenpla una excepción a la inembargabilidad de los recursos del Sistema General de Participación cuando se trata de acreencias laborales, como en el presente caso. Luego no ha trasgredido el artículo 91 de la Ley 715 de 2001.

Aclara que los recursos girados por el Sitema General de Participaciones Sector Educación no hacen unidad de caja con los demas recursos del presupuesto y su adminsitración debe realizarce en cuentas separadas de los recursos de la entidad, es decir, que el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio es una cuenta independiente y los recursos allí consignados no son recursos del Departamento, por lo tanto nada tienen que ver con la Ley 550 de 1999. Y sotiene que su actuar es totalemente coherente con los artículos 488 del CPC y 100 del CPT.

Manifiesta que todos los prinipios que rigen el derecho laboral fueron elvados a rango constituional por el artículo 53 de la Carta Fundamental, entre ellos el principio de favorabilidad, al cual debe acudir el juez como en el caso de la Ley 550 de 1999, con los artículos 34.9 y 58.13. Así no existió irregularidad alguna en el tramite del proceso ejecutivo laboral por el cual se le investiga. De otra parte, señala que se le esta aplicando responsabilidad objetiva, la cual esta procrita en nuestro ordenamiento.

Decisión Impugnada: 

La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Chocó, el 10 de junio de 2010 impone suspensión de doce meses en el ejercicio del cargo al doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO por haberlo encontrado responsable de las faltas contenidas en el pliego de cargos. 

Dice la Sala que:  “Estudiado el conjunto probatorio aportado y relacionado en el acápite de pruebas, se concluye que el disciplinado doctor MENA CASTILLO en el trámite del proceso ejecutivo laboral radicado bajo el número 2005-00424, adelantado por la señora ALEYDA VALOYES GIRÓN y Otra en contra del Departamento del Chocó y FED, efectivamente libró mandamiento de pago, decretó medida cautelar de embargo y retención de los dineros del Departamento del Chocó, depositados en la cuenta corriente número 380-01148-6 del Banco Popular, denominada Sistema General de Participaciones en Educación del Departamento del Chocó, teniendo como título base de recaudo constancias expedidas el 29 abril y 9 de agosto de 2005, por el Tesorero Pagador del Departamento del Chocó, reconociendo sueldos y demás emolumentos del año 2003 a las demandantes, encontrándose el Departamento del Chocó sometido a Acuerdo de Reestructuración de Pasivos en el marco de la Ley 550 de 1999”.
Sotiene el A quo que: “el artículo 34 numeral 9° de la Ley 550 de 1999, es de aplicación exclusiva de las empresas llámense privadas o de economía mixta que se sometan a Acuerdos de Reestructuración de Pasivos, a efectos de posibilitar en el tiempo el restablecimiento de la capacidad de pago y la recuperación de la viabilidad financiera.
Por su parte el artículo 58 numeral 13 de la misma ley, es de carácter especial, y solamente aplicable a los entes territoriales, por lo que, en relación a las reglas especiales previstas en este artículo, tales como la prohibición de iniciar procesos ejecutivos y decretar medidas cautelares, tanto en la etapa de negociación, como en la ejecución del Acuerdo, y el pago del gasto corriente consagrado en el numeral 7°, corresponde solamente a este tipo de entidades (públicas), situación que es diferente en el proceso aplicable a las entidades privadas, para las que sólo opera la prohibición de iniciar procesos ejecutivos en la etapa de negociación de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 ibídem.
Se colige de lo anterior, que las características contenidas en la excepción consagrada en el numeral 9° del artículo 34 de la Ley 550 de 1999, guardan relación con las empresas privadas que se sometan a Acuerdo de Reestructuración de Pasivos, toda vez que para éstas todos los efectos se surten en una sola etapa como lo es la de negociación, en concordancia con el artículo 14 de la ley en cita; situación que no podría ocurrir respecto a las entidades territoriales por cuanto para éstas los efectos se surten en dos etapas, como son la negociación del Acuerdo y la ejecución del mismo, y como es sabido por principios generales del derecho, la norma especial prevalece sobre la general.
Así las cosas, es claro que si el servidor judicial investigado doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO, en su condición de Juez Primero Laboral del Circuito de Quibdó, hubiese estudiado en su conjunto la normatividad en cuestión y no aisladamente como lo hizo, sin dubitación alguna le hubiese dado aplicabilidad al artículo 58 numeral 13 de la Ley 550 de 1999, ello es, se hubiera abstenido de librar mandamiento de pago en el proceso ejecutivo laboral radicado bajo el número 2005-00424, adelantado por la señora ALEYDA VALOYES GIRÓN en contra del Departamento del Chocó y FED”.

En la providencia se cita concepto emitido por la doctora ANA LUCÍA VILLA ARCILA, Directora General de Apoyo Fiscal del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, mediante oficio de fecha octubre 9 de 2006, dirigido a la doctora LUZ EDITH DÍAZ URRUTIA, Magistrada del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Quibdó, sobre la improcedencia de adelantar procesos ejecutivo contra los entes territoriales sometidos a cuerdo de reestructuración de pasivos, de conformidad con lo normado en el artículo 58 numeral 13 de la Ley 550 de 1999, el cual señala:  

"(...) 3. Los créditos causados con posterioridad a la fecha de iniciación de la negociación, al igual que la remuneración de los promotores y peritos causada durante la negociación, serán pagados de preferencia, en el orden que corresponda de conformidad con la prelación establecida en el numeral 7 del artículo 58 de la Ley 550. El incumplimiento en el pago de tales acreencias podrá dar lugar a la terminación del Acuerdo, a menos que el respectivo acreedor acepte una fórmula de pago según lo dispuesto en el numeral 5 del artículo 35 ibídem. (numeral 9 del artículo 34 de la Ley 550 de 1.999).

4. Los titulares de créditos no relacionados en el inventario de acreencias de que trata el artículo 20 de la ley 550 y que no hayan aportado oportunamente al promotor los documentos y elementos de prueba que permitan su inclusión en la determinación de los derechos de voto y de las acreencias, no podrán participar en el acuerdo. Tales créditos de ser exigióles, sólo podrán hacerse efectivos persiguiendo los bienes de la entidad territorial que queden una vez cumplido el acuerdo, o cuando éste se cumpla, salvo que sean expresamente admitidos con el voto requerido para la celebración del mismo. (Parágrafo 2° del artículo 23 de la ley 550 de 1.999)

En este punto vale la pena resaltar que tal y como consta en las actas de las reuniones de comunicación de la determinación de acreencias, acreedores y establecimiento de derechos de voto celebradas los días 30 de junio de 2001 y 30 de junio de 2005, no se presentaron objeciones a la determinación de acreencias ni solicitudes de incorporación de obligaciones, por tanto, para el pago de acreencias causadas y exigibles a la fecha de iniciación de la negociación no incorporadas en el inventario de acreencias relacionado en el artículo 20 de la ley 550, deberá aplicarse el procedimiento establecido en el parágrafo 2° del artículo 23 ibídem.

Adiciona/mente en el Título V aplicable a la reestructuración de pasivos de las entidades territoriales, en el artículo 58 numeral 13 el legislador contempló la prohibición de iniciar procesos ejecutivos o de decretar medidas de embargo en contra de los departamentos, distritos o municipios que inicien y ejecuten Acuerdo de reestructuración. Esta prohibición cobija tanto la etapa de negociación como la de ejecución del Acuerdo y se hace extensiva no sólo a la ejecución de obligaciones reestructuradas sino también a las obligaciones causadas con posterioridad a la iniciación de la negociación, las cuales deben cancelarse de manera preferente, puesto que en el caso que se incumplan y el acreedor no reciba el pago dentro de los tres meses siguientes al incumplimiento, o no acepte la fórmula de pago que le sea ofrecida, se incurre en una causal de incumplimiento al tenor de lo previsto en el numeral 5° del artículo 35 de la ley 550 de 1999.

El numeral 13 del artículo 58 fue declarado exequible por la Corte Constitucional mediante sentencia 493 de 2002, considerando fundamentalmente que, el objetivo perseguido con la aplicación de la ley de intervención económica en las entidades territoriales, es dotarlas de un marco normativo especial que les permita crear condiciones para que pueda recuperar su viabilidad financiera e institucional y restablecer su capacidad de pago, previa adopción de acciones orientadas a racionalizar el gasto y fortalecer el ingreso generando recursos disponibles para financiar su gasto corriente y el pago de los pasivos reestructurados de una manera ordenada y consistente con los recursos disponibles para ello, y que de no existir prohibición para iniciar ejecutivos y decretar medidas de embargo, sería imposible de cumplir.."

Para robustecer sus afirmaciones, la Sala de Primera Instancia, cita las consideraciones de la Corte Constitucional sobre la declaratoria de exequibilidad del numeral 13 del artículo 58 de la Ley 550 de 1999, en Sentencia C-493 de 2002, donde se señala que: 

“Así, el artículo 58 de la Ley 550 de 1999 desarrolla la figura según la cual los acuerdos de reestructuración serán aplicables a las entidades territoriales. En este sentido, el artículo 58 es preciso al señalar que "las disposiciones sobre acuerdos de reestructuración e instrumentos de intervención a que hace referencia esta ley serán igualmente aplicables a las entidades territoriales, tanto en su sector central como descentralizado, con el fin de asegurar la prestación de los servicios a cargo de las mismas y el desarrollo de las regiones, teniendo en cuenta la naturaleza y las características de tales entidades, de conformidad con las siguientes reglas especiales". Para ello dispone de algunas reglas especiales dentro de las cuales está la contenida en el numeral 13, objeto de la acción de inconstitucionalidad que ahora se analiza y en el cual toma las siguientes determinaciones para ser tenidas en cuenta durante la negociación y ejecución del acuerdo de reestructuración que celebren las entidades territoriales: 1a) se suspende el término de prescripción y no opera la caducidad de las acciones respecto de los créditos a cargo de la entidad territorial; 2a) no habrá lugar a la iniciación de procesos de ejecución ni embargos de los activos y recursos de la entidad, y 3a) de hallarse en curso tales procesos o embargos, se suspenderán de pleno derecho.. (Negrilla no original)

Concluye afirmando que: “no existe la menor duda, que el doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO, en su condición de Juez Primero Laboral del Circuito de Quibdó para la época de los hechos, al librar mandamiento de pago y decretar medidas cautelares, teniendo como título base del recaudo ejecutivo constancias expedidas por el Tesorero Pagador del Departamento del Chocó, a todas luces desconoció el artículo 488 del C.P.C., por cuanto el citado documento no satisface los requisitos exigidos por esta norma; así mismo, inobservó el artículo 100 del C.P.T., por cuanto el pluricitado documento que sirvió de recaudo ejecutivo, no fue emitido por el Gobernador del Departamento del Chocó, quien es el ordenador del gasto y el que tiene facultades legítimas para expedir este tipo de actos administrativos.
Ahora, si bien es cierto que el doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO dentro de la autonomía funcional que le otorga la Constitución y la Ley, adoptó las decisiones dentro del proceso ejecutivo que nos referimos, y que hoy son objeto de cuestionamiento por esta Corporación, también lo es, que la jurisprudencia de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura ha señalado que cuando se encuentre flagrante y abierta contrariedad entre la interpretación y los mandatos legales, esa autonomía funcional no es absoluta.
Para una mejor ilustración sobre el particular, nos permitiremos transcribir apartes de la sentencia del 20 de abril de 1995, proferida de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. M. P. Dr. Alvaro Echeverri Uruburu. Rad. 1294:
"...libre y autónoma interpretación que hagan los funcionarios judiciales de la normatividad sustancia o procesal, en verdad no es disciplinable, al no ser que se encuentre flagrante y abierta contrariedad entre la interpretación y los mandatos legales. Es preciso volver al reiterado criterio de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria ante los actos procesales de los funcionarios judiciales sometidos a su jurisdicción cuando en ellos exista grosera, grotesca, protuberante y/o evidente infracción a la Constitución y la leyes, omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones (art. 6° C.P.) siempre que configuren faltas disciplinarias [...] aun las de tipo funcional. Atinente a que se trata de un problema de simple interpretación de la ley, que no da lugar a acción disciplinaria, por tratarse del ejercicio de la autonomía funcional, bueno es recordar el criterio mayoritario de la Sala en el sentido que esa premisa no es absoluta, ni pude aplicarse en todos los casos que se denuncian, investigan y juzgan conductas de los servidores judiciales en desarrollo de sus funciones, toda vez que, cuando estos comportamientos denotan manifiesta u ostensible violación del orden normativo por su flagrante desconocimiento, torcida interpretación, o suposición de presupuestos inexistentes o inaplicables, vale decir, cuando la contrariedad con el mandato contenido en el precepto regulador es de tal magnitud que no puede pretextarse una sana interpretación de su sentido, por supuesto que cabe la acción disciplinaria con todas sus implicaciones (...)" (Negrilla fuera de texto).
De la jurisprudencia disciplinaria transcrita en precedencia, se colige que la autonomía funcional de los funcionarios judiciales no es absoluta; en consecuencia, cuando el operador judicial en ese ejercicio de la función jurisdiccional interpreta una norma de manera contraria a los mandatos legales, como ocurrió en el caso que ocupa nuestra atención, esto es, el señor Juez investigado doctor MENA CASTILLO, so pretexto de librar mandamientos de pago en el trámite del pluricitado proceso ejecutivo laboral, aplicó el artículo 34 numeral 9° de la Ley 550 de 1999, desconociendo lo preceptuado en el artículo 58 numeral 13 de la misma ley, desconociendo de manera abrupta el objeto y finalidad de la misma; igualmente al tener como título ejecutivo las constancias expedidas por el Tesorero Pagador del ente ejecutado, desconoció el mandato legal de los artículos 488 del C.P.C. y 100 del C.P.L”
Impugnación:

Inconforme con la decisión el disciplinado, en memorial radicado el 6 de diciembre de 2010, interpone recurso de apelación, con los siguientes argumentos:

Su actuación al interior de los procesos laborales, encuentran respaldo en los autos emitidos por su superior funcional al desatar las alzadas contra sus decisiones, estando obligado a acatar el precedente vertical y en pronunciamientos de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, del 15 de diciembre de 2009, en la cual se le absolvió disciplinariamente por un caso similar, dentro del radicado N° 200500135 01, M.P. Doctor ANGELINO LIZCANO RIVERA,  y el radicado N° 20050138  M.P. doctro PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO, al amparo de la autonomía funcional.

Sostiene que, de acuerdo con el precedente vertical, al tratarse de salarios, primas y retroactivos las acreencias, no era necesario esperar el término de 18 meses para para su ejecución, por cuanto la obligación se hizo exigible cuando se prestó el servicio y debió pagarse. Ahora, el Tesorero pagador del Departamento del Chocó tenía autorización expresa y escrita del Gobernador para expedir los actos administrativos que reconocen las acreencias laborales, luego sí se esta ante un título ejecutivo.

De otra parte, insiste en la autonomía funcional citando apartes de la sentencia  C-417 de 1993, con ponencia del Magistrado JOSE GREGORIO HERNÁNDEZ GALINDO, según la cual el hecho de proferir una sentencia judicial en cumplimiento de la función de administrar justicia no da lugar a acusación ni a proceso disciplinario alguno.

Se duele el apelante porque le fue negada la acumulación de procesos, violandole el debido proceso y derecho de defensa, y en especial el principio del Non Bis In Idem, pues se le esta investigado varias veces por la misma conducta, mencionado los radicados de los procesos en su contra. También solicita se le tenga en cuenta el principio del Indubio Pro Disciplinado, contenido en el artículo 9° de la Ley 734 de 2002.

Finaliza pidiendo se decreta la nulidad de lo acuado a partir del auto de apertura de investigación o en su defecto se le absuelva de todo cargo.

IDENTIDAD DEL INVESTIGADO

Se investiga al doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO, identificado con la cédula de ciudadanía número 71.645.299 de Medellín, Juez Primero Laboral del Circuito de Quibdó por lo que es sujeto disciplinable por esta jurisdicción.

  


CONSIDERACIONES DE LA SALA

Competencia.- 

Esta  Sala  Jurisdiccional  Disciplinaria del  Consejo Superior de la Judicatura es competente para conocer de las decisiones  proferidas en primera instancia por los Consejos Seccionales de la Judicatura, Sala Disciplinaria, en relación con las investigaciones adelantadas contra funcionarios, de conformidad con lo establecido en los artículos 256, numeral 3° de la Carta Política y 112, numeral 4° de la Ley 270 de 1996.

De la apelación: 

Tanto el artículo 115 como el 207 de la Ley 734 de 2002, preveen el recurso de apelación entre otros contra el fallo de primera instancia. A su turno, el parágrafo del artículo 171 ibídem, otorga competencia  al funcionario de segunda instancia para revisar únicamente los aspectos impugnados y aquellos otros que resulten inescindiblemente vinculados al objeto de la impugnación, límite este de su restringida competencia.

El legislador en punto a la competencia del superior funcional, optó por prescribir una fórmula intermedia, pues si bien en principio el objeto del recurso constituye su límite, también se dejó consagrada la posibilidad legal de extenderla para incluir pronunciamientos sobre aspectos no impugnados, pero siempre que de ellos pueda predicarse un estrecho ligamen con el objeto de la alzada, y cuando se advierta la necesidad de hacer prevalecer el derecho sustancial o cuando ello influya en la coherencia y la lógica que ha de observarse en la decisión del superior funcional. 

En estas condiciones, la Sala abordara el tema específico de censura del impugnante, reiterando que el recurso de alzada, constituye un mecanismo intraprocesal cuyo objeto consiste en confrontar el contenido de la decisión impugnada, con el material fáctico y jurídico incorporado, a fin de determinar si ese material ha sido o no correctamente enjuiciado.

De la nulidad.

Las causales de nulidad en la Ley 734 de 2002 están reguladas por los artículos 143 a 147, entre ellas la violación del derecho de defensa y del debido proceso en aspectos sustanciales. 

En lo concerniente a la invalidez de los actos procesales en el proceso disciplinario, la normatividad consagró en el parágrafo del artículo en cita expresamente los principios que orientan la declaratoria y convalidación de las nulidades por ser inherentes a ellas, atendiendo que el debido proceso es uno de los derechos fundamentales de toda persona y que el principio de legalidad del trámite, el derecho a la defensa y la nulidad de pleno de derecho de las pruebas obtenidas con violación del debido proceso, son algunas de sus garantías, según el artículo 29  Superior. En consecuencia, los principios de taxatividad, protección, convalidación, instrumentalidad y de carácter residual seguirán rigiendo las nulidades como hasta ahora.

En ese orden, el funcionario judicial sólo está autorizado para decretar las nulidades previstas en la ley como lo estipula el artículo 143 del C.D.U, no podrá invocarlas el sujeto procesal que ocasionó la configuración de la causal salvo el caso de ausencia de defensa técnica, la irregularidad puede convalidarse con el consentimiento expreso o tácito del sujeto perjudicado siempre y cuando se hayan observado las garantías fundamentales, el postulante está forzado a demostrar que la irregularidad afecta las garantías constitucionales de los sujetos procesales o desconoce la estructura básica del proceso judicial, y que no existe otro dispositivo procesal distinto a la nulidad para subsanar el yerro cometido. Por lo tanto, quien aduce una nulidad tiene la obligación de indicar el motivo de invalidez que alega, las razones de hecho y derecho en que la fundamenta, y no podrá invocar una nueva petición por la misma causal sino por una diferente o por hechos ulteriores.

En el caso en estudio el acusado, entiende que se vulneró el derecho de defensa y el debido proceso, por cuanto no existió formulación de cargos, porque nunca se le endilgó comportamiento alguno, al respecto revisada la providencia de formulación de cargos no se advierte motivo alguno que configure vicio invalidante de la actuación, su texto está conforme con las exigencias del artículo 163 de la Ley 734 de 2002. De modo que no hay ninguna pretermisión de términos.

De la Autonomía Judicial:

De manera reiterada, esta Corporación ha expresado que la autonomía funcional en la interpretación de normas jurídicas en las que fundan sus decisiones en cumplimiento de la función de administrar justicia, pero ciñendose a lo consagrado en los artículos 228 y 230 de la Carta Política, garantizando la independencia técnica, científica y funcional del ejercicio judicial.

Lo anterior permite reiterar también que si bien la interpretación de las normas se desarrollan en el campo de lo discrecional, también lo es que no pueden alcanzar niveles arbitrarios en su ejercicio. Por el contrario, la discrecionalidad debe ser ejercida  con base en una fundamentación jurídica objetiva y razonable. Ahora, cuando el funcionario se aparta de esa interpretación racional y razonable, vulnera de manera ostensible el debido proceso, y puede ser objeto de investigación disciplinaria. La Sala de siempre ha reconocido este principio fundamental y constitucional de la autonomía, empero, también ha expuesto que cuando el juez se aparta de estas pautas y amparado en la independencia y autonomía judicial llega hasta las vías de hecho para proferir su propia decisión, en este caso lo que existe es una violación de la ley, de tal suerte que no se puede confundir “discrecionalidad” con “arbitrariedad”, pues la primera esta rodeada de juridicidad, la segunda de antijuridicidad, de tal suerte que la arbitrariedad es una conducta antijurídica del representante de la justicia, luego su diferencia con la discrecionalidad, es evidentemente teleológica, ya que el acto arbitrario hace caso omiso de los fines de la Ley para evadirlos o contrariarlos.

De modo que no se podrá hablar de autonomía judicial cuando esa labor interpretativa que del ordenamiento  cumplen los jueces en el ejercicio de sus funciones, cuando se desconoce el sentido de una norma, o los  condicionamientos señalados por la jurisprudencia, y se vulneran las reglas precisas relativas a la validez del ejercicio hermenéutico: como la razonabilidad, la que se relaciona con las reglas de la argumentación y la coherencia, la ausencia del capricho, cuando la conclusión no es lógicamente compatible con el contenido de la norma aplicada, u obedece a simples inclinaciones o prejuicios del funcionario judicial, y la ausencia de arbitrariedad, que es cuando carece de la debida justificación, o comporta el desconocimiento de normas de mayor jerarquía, dentro de las cuales se encuentran los postulados constitucionales, y las sentencias con efectos erga omnes de la Corte Constitucional. 

Es así como en Sentencia C-417 de 1993, la Corte Constitucional, advirtió que, aunque los jueces gozan de autonomía e independencia para interpretar las normas, su facultad no es absoluta. 

Con todo, aunque los jueces gozan de autonomía e independencia para interpretar las normas, su facultad no es absoluta. En ese sentido, lo viene señalando la Corte Constitucional
: 

“ Resulta evidente que la labor de los jueces al interpretar el derecho para aplicarlo al caso concreto, si bien supone que sea realizada de manera autónoma, no puede convertirse en patente de corzo para aplicar cualquier interpretación posible. El sistema jurídico, en sus distintos niveles, impone restricciones a las interpretaciones posibles, de suerte que resulta relativamente sencillo distinguir entre las correctas y aquellas que no satisfacen dicho requerimiento.

En estas condiciones, no puede sostenerse que la autonomía judicial equivalga a libertad absoluta de los jueces para interpretar el derecho. Por el contrario, de la Constitución surgen tres restricciones igualmente fuertes: el respeto por la corrección dentro del sistema jurídico y la realización de los principios, derechos y deberes constitucionales; la jurisprudencia de unificación dictada por las altas Cortes y la jurisprudencia de la Corte Constitucional (…).” 

Y es precisamente en ejercicio de este principio constitucional en el que los jueces pueden variar de criterio, siempre  que sus nuevas posturas o interpretaciones consulten con la Carta Política, el ordenamiento jurídico, sean compatibles con los principios y valores del sistema jurídico y respeten  los derechos constitucionales y fundamentales de los asociados, pero también que no sea abiertamente irrazonables y manifiestamente caprichosas o arbitrarias, sin que ello apareje que el operador de Justicia, siempre deberá mantener la misma interpretación frente a una norma, pues ello sería tanto como petrificar el derecho, desconociendo lo dinámico y cambiante que es.

Ahora, para la Sala resulta claro que, el Juez disciplinado no puede ampararse en una supuesta autonomía judicial, cuando las decisiones adoptadas corresponden a una evidente omisión de deber de cuidado que le era exigible en el estudio del proceso ejecutivo adelantado por ALEYDA VALOYES GIRÓN y LUZMILA AGUILAR BLANDÓN,  a saber:

1.-  El primer punto a discernir por el acusado tenía que ver con la fecha en que se materializó la acreencia laboral que se ejecutaba, en orden a delimitar la aplicación o no de la Ley 550 de 1991, referida a la reestructuración de las finanzas de los entes públicos y territoriales.

No  resultaba díficil advertir que las acreencias ejecutadas en el proceso 2005-00424 tenían como base del recaudo las constancias expedidas por el Tesorero Pagador del Departamento, los días 29 de abril de 2005 a favor de ALEYDA VALOYES GIRÓN  y el 9 de agosto del mismo año para LUZMILA AGUILAR BLANDÓN, es decir, que había sido con posterioridad al inicio de la reestructuración, de donde resultaba claro que debía aplicar el No. 13 del artículo 58 de la citada ley, pues ésta norma solo operaba para las etapas de negociación y ejecución del acuerdo y por ende no debió INICIAR EL PROCESO EJECUTIVO LIBRANDO EL MANDAMIENTO DE PAGO y ORDENANDO LAS MEDIDAS CAUTELARES. Igualmente la sentencia C-493-02 resultaba de obligatoria aplicación teniendo en cuenta que era una sentencia de constitucionalidad y allí se había definido el alcance de la citada disposición. Con este sólo hecho el disciplinado ya ha incurrido en falta sancionable.

Y no podía aplicar el No. 9º del artículo 34 de la Ley 550 de 1999, pues este era únicamente para las empresas privadas o de economía mixta, y para aquellas acreencias que se surtan en la etapa de la negociaciación. Empero como el demandado no era de tal naturaleza, es evidente que no podía aplicar tal normatividad para con fundamento en ella librar el mandamiento de pago. 

De modo que sobre este primer tema, la decisión adoptaba contraría la normatividad y por ende irrazonable el mandamiento de pago y el decreto de medidas cautelares decretadas por el investigado. Embargos decretados el 26 de enero de 2006, mediante interlocutorio N° 0076; el 21 de julio de 2006 a los remantes dentro de los radicados 2005-485 y 2005-438; el 7 de diciembre de 2006 a los remanentes del radicado 2006-0417.  

2.- En punto de la inembargabilidad de los recursos del Departamento del Chocó, se tiene que por regla general los bienes y recursos públicos son inembargables y que la excepción es cuando se trata de acreencias laborales. Empero, no basta con que se trata de la ejecución de este tipo de recaudos, sino que es menester establecer el lapso que trasncurrió entre la constancia que sirvió como base de recuado ejecutivo y la fecha en que fue presentada la demanda en orden a dar cumplimiento con el artículo 177 del C.C.A, conforme lo señaló la sentencia C- 566 de 2003. El desconocimiento de tal lapso apareja la inobservancia de las previsiones contenidas en el decreto 111  de 1996 y  el artículo 91 de la Ley 715 de 2001, cuando se dispone el embargo de recursos de la Gobernación, siendo un hecho que contraría claros postulados legales y jurisprudenciales de obligatorio acatamiento. 

Por lo anterior, las decisiones cuestionadas resultan incompatibles con el contenido de las normas aplicadas, obedeciendo tales pronunciamientos a la irrazonabilidad, y la arbitrariedad, pues ellas carecían de justificación. El desconocimiento de normas de mayor jerarquía, como los  postulados constitucionales de la prevalencia del interés general previsto en el artículo 1º de la Carta Política, se hicieron evidentes en las actuaciones del acusado.

Recapitulando, no se trataba entonces de un asunto de interpretación o de criterio, sino, en la clara  inobservancia del deber de cuidado que reclamaba una determinación semejante.

Al concurrir la certeza sobre la existencia de la falta grave atribuída y la responsabilidad en el grado exigido para sancionar, se impone la confirmación integral de la sentencia impugnada, sin que como se ha venido sosteniendo sea viable aceptar que todas las actuaciones incorrectas queden en el plano de la autonomía judicial, pues no es suficiente entonces que se discrepe de la posición de un Tribunal en un aspecto, o que se piense que la norma tiene un contenido distinto al que se valoró, o que se prefiera una interpretación diferente a la acogida en la providencia cuestionada, sino que es evidente la orientación arbitraria del juez, reiterando que se salió del razonable margen de interpretación autónoma que la Constitución le ha confiado.  

En lo que tiene que ver con el principio de Non bis in idem, por cuanto son varios los procesos que se le adelantan por la misma  conducta: tramitar procesos ejecutivos y decretar embargos de los recursos del departamento del Chocó, provenientes del Sistema General de Participación, estando el mismo acogido al acuerdo de reestructuración de pasivos, se debe tener en cuenta que cada proceso se relaciona con hechos diferentes, posiblemente similares, pero no son los mismos, cada caso tiene identidad propia y por cada uno debe responder el investigado. 

En mérito de lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO: NEGAR las nulidades planteadas por el impugnante conforme a lo señalado en la motiva.

SEGUNDO . CONFIRMAR la sentencia del 18 de noviembre de 2010,  proferida por la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Chocó, mediante la cual se encontró responsable disciplinariamente al doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO Juez Primero Laboral del Circuito de Quibdó, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

TERCERO:
Ejecutoriada la sentencia comuníquese a la Oficina de Registro y Control de la Procuraduría General de la Nación, a las Presidencias de las Salas Administrativas del Consejo Superior y Seccional de la Judicatura del Chocó , conforme a lo dispuesto en el artículo 220 de la Ley 734 de 2002.

CUARTO:
Contra esta decisión no procede recurso alguno, conforme a lo dispuesto en los artículos 205 y 206 de la Ley 734 de 2002.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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                     Magistrado                                                     Magistrada
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